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TEM s 

Los recargos como 
tributos locales 

Concepto y naturaleza 
jurídica de los recargos 

El término «recargo» en sentido 
amplio se refiere a cualquier aumento 
productivo en u na cantidad fijada 
con anterioridad con fines diversos. 

El Diccionario de la Lengua Espa­
ñola (1) define la acción de «recargar» 
como «volver a cargan> y «agrava r 
una cuota de impuesto u otra presta­
ción que se adeuda», siendo esta últi­
ma acepción la que nos aproxima, si 
bien en forma imprecisa, al concepto 
de recargo, que a nuestros efectos in­
teresa, esto es, los recargos considera­
dos como ingresos públicos, obteni­
dos en régimen de Derecho público, 
y que p recisan de la existencia de un 
tributo para que puedan ser estable­
cidos y cuantificados. 

El origen de los recargos co mo 
medio de obtención de ingresos pú­
b licos es muy antiguo. En 1639 se 
impuso el «primer uno» de los que 
fo rma rían la «con trib ución de los 
cuatro unos» o «arbitrio de cientos». 
Era éste un arbitrio que fo rmaba par­
te de las llamadas «rentas provincia­
les» de Castilla y que consistía en un 
au mento de la alcabala. Asimismo, 
formando parte de estas «remas pro­
vinciales}> aludidas, se encontraba, en 
cierta manera como una figura menor 

(1) Real Academia Española, vigésima ed1-
c1ón, 1984. 

de la citada, el denominado «carga­
do» que consistía en la exacción del 
«derecho de millones» que se exigía 
al vino, vinagre y aceite que salía de 
Sevilla para exportarse al extrajere y 
que se llamó «cargado» po r ser nueva 
carga sobre el impuesto de aduanas. 

La Ley General Tributaria vigente, 
se refiere, en su artículo 58, a distin­
tos tipos de recargos en relación con 
la «deuda tributaria». Así dispone es­
te precepto: «La deuda tributaria es­
tará constituida esencialmente p or la 
cuota definida en el artículo 55 y li­
quidada a cargo del sujeto pasivo. 

En su caso, también formarán par­
te de la deuda tributaria: 

a) Los recargos exigibles legalmente 
sobre las bases o las cuotas, ya sean a fa­
vor del Tesoro o de otros entes públicos. 

b) El interés de demora que será 
el interés legal del dinero vigente el 
día q ue co mie n ce el deve ngo de 
aquél, incrementado en un 25%, salvo 
que la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado establezca uno diferente. 

c) El recargo por aplazamiento o 
prórroga. 

d) El recargo de aprem io; y 
e) Las sanciones pecunia rias. 
Los recargos citados en las letras 

c) y d ) podrán fijarse reglamentaria­
mente». 

Así pues, vemos que a la llamada 
«cuota» por la Ley General Tributaria 
en su artículo 58, se le pueden sumar 
determinadas cantidades susceptibles 
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de formar parte de la «deuda trib uta­
ria». 

Estos conceptos que pued en for­
mar parte de la deuda tributaria reu­
nen los carácteres de los ingresos pú­
blicos a que hemos hecho alusión en 
líneas anteriores, siendo, sin embar­
go, heterogéneos entre sí. 

Los reca rgos exigibles legalmente 
sobre las bases o las cuotas a que se 
refiere el apartado a) de la norma 
que ven imos comentando, cobran 
singularidad respecto del resto de las 
prestaciones que puede contener la 
deuda tributaria, por su carácter tri­
butario, no accesorio ni sancionador, 
encontrándose su establecimiento so­
metido a las exigencias del principio 
de legalidad, lo que impide que sean 
reglamentariamente fijados. 

Entendemos que no son prestacio­
nes accesorias por cuanto gozan de 
un fin propio, no son consecuencia 
de la obligación «principal» y no se 
encuentran subord inados a la otra 
obligación, sino que su base imponi­
ble se determina en fun ción de las 
bases o las cuotas del tributo sobre el 
que recaen. 

Su carácter de auténtico tributo se 
p redica porque entendemos que se 
dan en ellos los requisitos del tributo 
en general, ya que son obligaciones 
de realizar una prestación pecun iaria 
en favor de un ente público para sub­
venir a las necesidades de éste, que 
la Ley hace nacer d irectamente por la 
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realización de ciertos hechos que la 
misma establece (2), no constituyendo 
éstos, hecho ilí.citos ni causa de dis­
minución del ente público. 

Con carácter general podemos afir­
mar que los recargos sobre bases o 
cuotas a que se refiere el articulo 58, 
2, a), de la Ley General Tributaria, son 
tributos que pueden llegar a revestir 
las especialidades que se dan, asimis­
mo, en algunos tributos, como es la 
posibilidad de no responder a fines 
exclusivamente fiscales, o, en ocasio­
nes aisladas, o una verdadera capaci­
dad económica del sujeto pasivo. 

Aceptado el carácter. tributario de 
los recargos más arriba citados, con­
curren en éstos una serie de circuns­
tancias singulares que hacen que no 
se denominen directamente por la 
terminología de las distintas catego­
rías tributarias, esto es, impuesto, ta­
sa o contribución especial. 

Ello se debe, fundamentalmente, a 
que se trata de tributos vinculados. 
La vinculación se establece, en pri­
mer lugar, a través de sus hechos im­
ponibles, ya que el hecho imponible 
de un recargo se encuentra compren­
dido necesariamente en el presupues­
to de hecho configurador del tributo 
principal. 

Ello da lugar a que el recargo par­
ticipe de la naturaleza del tributo so­
bre el que recae, puesto que adopta 
su hecho imponible. 

Teniendo en cuenta esta afirma­
ción, en teoría no habría inconve­
niente en que se crearan legalmente 
recargos sobre tasas siempre que se 
respetaran sus limitaciones peculia­
res, aunque en general haya sido el 
impuesto el que tradicional y legal­
mente ha sido objeto de recargos. 

En cualquier caso, los recargos so­
bre bases o cuotas de otros tributos, 

(2) Recogemos en este punto la definición 
de tributo dada por Sainz de Bujanda, F. 
«Lecciones de derecho financiero», Faculcad 
de Derecho, Universidad Complutense, Ma­
drid 1989, p. 165. 

ya sean a favor del Estado o de otros 
entes públicos, constituyen una doble 
imposición sobre una misma materia 
imponible. 

Naturaleza de los 
recargos de las Haciendas 
Locales 

Tradicionalmente se han utilizado 
los recargos sobre otros tributos para 
nutrir las Haciendas locales, conside­
rándose éstos como verdaderos tribu­
tos, si bien en algunas ocasiones se 
ha mantenido su carácter de «partici­
pación» (3) . 

El artículo 14 2 de la Constitución 
Española establece que las Haciendas 
Locales se nutrirán, fundamentalmen­
te, de tributos propios y de participa­
ción en los del Estado y las Comuni­
dades Autónomas, disposición que al 
prever una lista abierta de posibles 
recursos locales no aclara demasiado 
la naturaleza de los recargos. 

Nosotros, en líneas anteriores, he­
mos mantenido la naturaleza tribma­
na de los recargos en general, por lo 
que no podemos aceptar el carácter 
de participación de los mismos, en 
cuanto los primeros como ingreso de 
los entes locales suponen un ejercicio 
de poder tributario que no se da en 
la mera participación. 

La Ley 39/1988, de 28 de diciem­
bre, Reguladora de las Haciendas lo­
cales, enumera, por su parte, junto a 
los tributos propios de las Haciendas 
locales «los recargos exigibles sobre 
los impuestos de las Comunidades 
Autónomas o de otras entidades loca­
les» como recursos de dichas Hacien­
das (artículo 2, l, b )), timlándose la 

(3) La STC 179/ J 985, de 19 de diciembre, 
no excluye que, «al menos, en cienos supues­
tos. los recargos establecidos en favor de un 
ente d1sunro del acreedor principal, puedan 
asimilarse a participaciones en los ingresos de 
este último», Fj Tercero. 

Sección 5. ª del Capítulo lll del Título 
Primero, de esta Ley: «impuestos y 
recargos» y destinando su único artí­
culo, artículo 38, a su regulación, lo 
que parece traducirse en una equipa­
ración de los recargos a los tributos 
propios de las Entidades locales. 

Ahora bien, la consideración de 
los recargos como tributos propios 
de las Haciendas Locales puede plan­
tear algunos problemas. 

En primer lugar, habría que tener 
en cuenta que no existe un concepto 
claro y unánime de tributo propio de 
una determinada Hacienda Local. 
Unas veces se ha señalado que para­
que pueda hablarse de tributo propio 
es necesario que el eme local pueda 
establecerlo y regularlo, al menos en 
cuanto a la determinación de su cuan­
tía entre unos límites más o menos 
amplios. En otras ocasiones se ha in­
dicado que es suficiente con que sean 
gestionados por el ente local y pueda 
utilizarse libremente su producto. 

Así pues, parece decisivo el poder 
tributario desempeñado por los entes 
locales a la hora de considerar o no 
la ex1stenc1a de un tributo propio en 
la aplicación de un recargo a favor de 
estas Haciendas. 

En nuestra opinión, la diferencia 
básica entre un recargo establecido 
por un ente local y un tributo propio 
local, radica en la gestión, pues en 
cuanto al establecimiento y regula­
ción se encuentran limitados en todo 
caso po r la Co nstitución y las leyes 
del Estado, y en algunos supuestos el 
poder tributario ejercido por el ente 
local en el establecimiento y regula­
ción de un recargo resulta equipara­
ble al ejercitado con respecto a un 
impuesto municipal, si bien en el ca­
so del recargo existirá una vincula­
ción a otro impuesto, ya sea estatal o 
de otro ámbito territorial, que en el 
impuesto municipal no se dará. 

Atendiendo a esto último y a que 
la gestión de los recargos locales no 
se lleva a cabo, normalmente, por el 
ente a cuyo favor se establece, no po-



demos considerar los recargos locales 
como idénticos a los tributos propios 
de los mismos, en tanto en cuanto 
estos emes locales no establezcan y 
regulen sus recargos mediante un po­
der tributario limitado, y realicen su 
gestión, si bien el requisito de la ges­
tión ha sido considerado por algunos 
autores como no decisivo para califi­
car de autónomo un impuesto muni­
cipal, lo que significa un mayor acer­
camiento entre reca rgos e impuestos 
propios municipales. 

Si entendemos por recargos de las 
Haciendas Locales aquellos recargos 
en los que dichas Haciendas ejercitan 
algún poder, ya sea respecto a su es­
tablecimiento, su administración, o el 
derecho al producto a su recauda­
ción, podemos distinguir los siguien­
tes tipos: 

• Recargos establecidos por las 
Corporaciones Locales, que son aque­
llos tributos establecidos en forma de 
recargo por dichas Corporaciones de 
acuerdo con la Constitución y con las 
leyes (artículo 133,2, de la Constitu­
ción española). Las provincias y mu­
nicipios, según el artículo 5 de la Ley 
General Tributaria, podrán establecer 
y exigir tributos dentro de los límites 
fijados por las leyes. 

Al poder tributario desempeñado 
por estas Corporaciones Locales en el 
establecimiento de sus recargos nos 
referiremos en el epígrafe siguiente. 

• Recargos administrados por las 
Corporaciones Locales, lo que se pro­
duce, fundamentalmente, en los su­
puestos de recargos establecidos sobre 
los propios tributos locales en que su 
gestión es conjunta. Esta clase de re­
cargos no es muy frecuente, puesto 
que han venido gestionándose, nor­
malmente, junto con el tributo sobre 
el que recaen, aunque se puede citar 
alguna excepción, prescindiendo de 
antecedentes más lejanos, como la del 
recargo sobre el impuesto de consumo 
de gas y electricidad, previsto por el 
Decreto de 24 de junio de 1955, cuya 
exacción podía ser acordada por los 

Ayuntamientos, independientemente 
de la del impuesto del Estado. 

• Recargos cuyo producto corres­
ponde a las Corp oraciones Locales, 
que son aquéllos que, establecidos a 
favor de los entes locales, pueden re­
caer sobre sus propios tributos, o, co­
mo sucede generalmente, sobre otros 
estatales y, en su caso, de las Comu­
nidades Autónomas. En este sentido, 
la Ley 39/1988, Reguladora de las 
Haciendas Locales, dispone que las 
Haciendas de las Entidades Locales 
estará constituida, entre otros, por los 
siguientes recursos: « .. .los recargos 
exigibles sobre los impuestos de las 
Comunidades Autónomas o de otras 
entidades locales» (artículo 2, 1, b). 

Las mayores controversias y proble­
mas han surgido en torno a la satisfac­
ción del derecho al producto de la re­
caudación de los entes locales, de re­
cargos establecidos sobre impuestos 
estatales gestionados por la Adminisrra­
ción de la Hacienda Pública junto con 
la del impuesto principal, problema 
que podría hacerse extensivo a cual­
quier arra supuesto en que la gestión 
se llevara a cabo por distinto ente del 
que tiene el derecho a su producto: 

Se plantean, a nuestro juicio, dos 
cuestiones básicas: 

• Criterios de atribución del dere­
cho al producto de la recaudación a 
favor de un determinado ente local. 

• Procedimiento para dar efectivi­
dad a ese derecho, ya nacid o, me­
diante las correspondientes entregas. 

Volviendo sobre el primer punto 
de los indicados, el criterio de atribu­
ción del derecho al producto de re­
cargos no gestionados por los emes 
locales, puede hacerse de dos formas 
esenciales: 

- Atribuyendo dicho derecho al 
producto de los recargos sobre tribu­
tos, cuyo hecho imponible se realice en 
el correspondiente territorio. Este es el 
criterio seguido por la mayoría de la 
doctrina y adoptado por la legislación 
en general y que, nosotros, asimismo, 
compartimos. 

- Atribuyendo el producto a los 
diversos entes locales a través de 
Fondos, con arreglo a determinados 
criterios y valoraciones entre los que 
frecuentemente se incluye el del lugar 
donde se realice el hecho imponible 
o radique la riqueza gravada. 

La creación de Fondos territoriales 
ha obedecido generalmente a la in­
tención de que los recursos en ellos 
ingresados fueran distribuidos entre 
los entes beneficarios, de acuerdo 
con criterios que contribuyeran a evi­
tar desigualdades territoriales. 

Desde el punto de vista del eme 
beneficario, estos recursos procedentes 
de Fondos, en cuanto implican una 
redistribución del producto de los re­
cargos en ellos ingresados, constituyen 
más bien una forma de participación 
en los ingresos de los citados Fondos. 

El segundo de los problemas a que 
hacíamos referencia era el del proce­
dimiento elegido para satisfacer el de­
rech o a la recaudación ya nacido a 
favor de un determinado ente, del 
producto obtenido de la aplicación 
de recargos, lo que se ha venido so­
lucionando con la realización de en­
tregas «a cuenta» con carácter perió­
dico y de distribuciones diferidas (4) . 

El establechn iento de 
recargos por las 
Corporaciones Locales 

Dispone el artículo 133,2 de la 
Constitución española, que «las Co­
munidades Autónomas y las Corpo­
raciones Locales podrán establecer y 
exigir tributos, de acuerdo co n la 
Constitución y las leyes». 

(4) Ver la Instrucción sobre Contabilidad 
de los recursos locales e institucionales admi­
nistrados por la l lacienda Pública, aprobada 
por Orden de 27 de diciembre de 1966, y la 
Orden de 26 de noviembre de 1985 que re­
visa el procedimiento de administración y 
contabilidad de los recu rsos locales. 
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De la lectura de este precepto se 
desprende que, no sólo la Constitu­
ción sino también las leyes, son las 
que han de fijar los límites y el ámbi­
to de actuación de nuestros emes te­
rritoriales en el ejercicio de su poder 
tributario. 

Debido a ello, ha venido calificán­
dose dicho poder como «derivado» 
en contraposición a la «potestad ori­
ginaria para establecer los tributos» 
del Estado (artículo 133,l, de la Cons­
titución). 

En cuanto a la interpretación del 
término «leyes» del artículo 133,2, de 
la Co nstitución citado, la doctrina 
mayoritaria ha entendido que han de 
ser leyes estatal es, planteándose la 
duda de si en relación con las Cor­
poraciones Locales, éstas pueden ver­
se condicionadas en el establecimien­
to de sus tributos por la legislación 
autonómica además de por la estatal. 

En nuestra opinión, el artículo 
133,2 del Texto constitucional previó 
un desarrollo legislativo del poder tri­
butario local recogido en su articulado, 
reservando en todo caso al Estado, la 
competencia exclusiva sobre la fijación 
de las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas, la Hacienda 
General y la regulación de las condi­
ciones básicas que garanticen la igual­
dad de todos los españoles en el ejer­
cicio de los derechos y en el cumpli­
miento de los deberes constitucionales 
(aráculo 149, 1, ¡a, 14ª y 18ª, de la 
Consütución, respectivamente). Si el 
Estado en el desarrollo de estas bases, 
incluyera como contenido de una ley 
estatal que regulara la Hacienda Local, 
o en los correspondientes Estatutos de 
Autonomía, la posibilidad de que las 
Comunidades Autónomas pudieran 
dictar leyes de obligado cumplimiento 
para sus entes locales, tendríamos que 
admitir que el término «leyes» del arti­
culo 133,2, de la Constitución, com­
prende tanto las leyes estatales como 
de las Comunidades Autónomas. 

Hay que hacer notar, sin embargo, 
que algunas Comunidades Autóno-

mas tienen atribuida la «tutela finan­
ciera» sobre sus entes locales, expre­
sando así, a nuestro juicio, la posibi­
lidad de que estas Comunidades dic­
ten normas sobre sus Haciendas 
Locales en materia financiera, con 
respecto, en todo caso, a la ley que 
desarrolle competencias estatales. 

Así pues, en nuestra op inión, las 
leyes que deben regular el estableci­
miento de recargos o tributos en ge­
neral, por parte de los entes locales, 
pueden ser tanto estatales como de 
las Comunidades Autónomas en todo 
lo que no esté atribuido a la exclusiva 
competencia de éstas (a rtículo l 49,3, 
de la Constitución). 

La Ley 7 / J 985, de 2 de abril, re­
guladora de las Bases de Régimen Lo­
cal, dice que las Entidades Locales 
tendrán autonomía para establecer y 
exigir tributos, de acue rd o con lo 
previsto en la legislación del Estado 
reguladora de las Haciendas Locales y 
en las leyes que dicten las Comunida­
des Autónomas en los supuestos ex­
presamente previstos en aquélla (a rtí­
culo l 06, l ). 

En materia de recargos, la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Regu­
ladora d e las Haciendas Locales se 
refiere a la posibilidad de que las En­
tidades Locales establezcan recargos 
sobre los impuestos propios de la 
respectiva Comunidad Autónoma y 
de otras Entidades Locales en los ca­
sos expresamente previstos en las le­
yes de la Comunidad Autónoma (artí­
culo 38.2). 

Por otro lado, en la LOFCA, ley es­
tatal, se otorga a las Comunidades Au­
tónomas la facultad de intervenir en 
las Haciendas de Jos entes locales, en 
los supuestos en que la legislación de 
régimen local lo prevea y en los tér­
minos que la misma contemple, esta­
bleciendo en todo caso, med idas de 
compensación o coordinación adecua­
das (artículo 6,3), teniendo la obliga­
ción las respectivas Comunidades de 
velar por su propio equilibrio inter­
territorial y la realización interna del 

principio de solidaridad (artículo 2,2). 
En resumen, es la legislación estatal, 

la que debe regular el alcance de las 
leyes de las Comunidades Autónomas 
sobre sus respectivos emes locales. 

Admitida, pues, constitucionalmen­
te, la aptitud de los emes locales para 
establecer y exigir tributos, entre los 
que se encuentran los recargos, en el 
plano de la legislación ordinaria, la 
Ley General Tributaria otorga a pro­
vincias y municipios la posibilidad 
de establecer y exigir tributos dentro 
d e los límites fijados por las leyes 
(a rtículo 5). 

En efecto, el poder tributario local 
ejercido en el establecimiento de re­
cargos tributarios por nuestros emes 
territoriales locales, queda englobado 
en el poder tributario atribuido por la 
Constitución española y las leyes para 
el establecimiento de tributos a dichos 
emes locales con carácter general, si 
bien las limitaciones previstas en una 
y otras, adoptan manifestaciones espe-

... cíficas en la tributación local en forma 
de recargo. 

Las características básicas que con­
curren en el establecimiento de un re­
cargo por parte de los entes locales 
son las siguientes: 

• Se trata de un poder tributario 
no legislativo. 

Se ha venido distinguiendo por la 
doctrina entre «poder normativo tri­
butario» como potestad de crear o es­
tablecer tributos, identificado con el 
poder legislativo, y «potestad adminis­
trativa de imposición» como potestad 
de aplicar en concreto la norma que 
crea el tributo (5), aunque en este 
punto la terminología no es unánime. 

En el ámbito local se ha diferencia­
do también el «poder tributario» que 
«Se encontraría en la capacidad de 
acordar imposiciones» y la «potestad 
tributaria o reglamentaria» que «sería 

(5) Véase, por codos, Rodrlguez BereiJO: A .. 
«Introducción al estudio del derecho financie­
ro». lEF, Madrid 1976, p. 228. 
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el acto simultáneo al anterior acuerdo 
de elaborar Ordenanzas para su apli­
cación» (6). 

Sin embargo, el poder tributario lo­
cal que puede ser normativo, no se 
puede equiparar al de otros entes terri­
toriales como el Estado y las Comuni­
dades Autónomas, por cuanto los pri­
meros carecen del poder de dictar dis­
posiciones con valor y fuerza de ley. 

• Es un poder tributario limitado 
El poder tributario local se ejercita 

con unas limitaciones procedentes , 
unas con carácter general para todo 
tipo de manifestación de dicho poder, 
otras con carácter específico para ca­
da supuesto concreto, por lo que será 
el examen de cada uno de éstos lo 
que nos permitirá establecer el ámbi­
to de poder tributario ejercido. 

En cuanto a los principios que de­
ben ser respetados en el establecimien­
to de recargos por parte de las Corpo­
raciones Locales, son todos aquéllos 
que rigen en materia local, aunque ad­
quieren determinada incidencia en esta 
forma de aplicación concreta. 

Así, en virtud de las exigencias del 
principio de reserva de ley, resulta 
evidente que las Corporaciones Loca­
les carentes de poder para dictar le­
yes, no podrán crear tributos ni regu­
lar sus elementos esenciales. 

La violación de este principio en la 
materia que nos ocupa, fue el argu­
mento decisivo que llevó al Tribunal 
Constitucional a declarar la inconsti­
tucionalidad de determinados artícu­
los de la Ley 24/ 1983, de 21 de di­
ciembre, referidos a la creación de un 
recargo sobre el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, que po­
día ser establecido por las Corpora­
ciones Locales (STC l 79/1985, de 19 
de diciembre). En esta Sentencia, di­
cho Tribunal Constitucional reitera 
una importante doctrina mantenida 
por el mismo con anterioridad, sobre 

(6) Así se expresa Embid !rujo.A.: «Orde­
nanzas y reglamentos municipales en el Dere­
cho español», IEAL, Madnd, 1978, p 4 2 l. 

el principio de reserva de ley, decla­
rando que tal reserva cubre los crite­
rios o principios con arreglo a los 
cuáles se ha de regir la materia tribu­
taria y, concretamente la creación ex 
novo del tributo y la determinación 
de los elementos esenciales o confi­
guradores del mismo. 

En aplicación de esta doctrina, en­
tiende el Tribunal Constitucional que 
se ha de estimar contraria a la reser­
va de ley en materia tributaria la re­
misión en blanco que hace la Ley 
24/ 1983 a los acuerdos de los Ayun­
tamientos, en lo referente a la aplica­
ción del tipo de gravamen a aplicar, 
ya que constituye este tipo o porcen­
taje aplicable en un recargo un ele­
mento esencial del mismo que no 
puede ser fijado por los Ayuntamien­
tos con total y absoluta discrecionali­
dad y sin estar condicionados por lí­
mite legal alguno, puesto que dichas 
Corporaciones carecen de potestad 
legislativa para ello, a diferencia de 
las Comunidades Autónomas. 

En relación con el principio de ca­
pacidad contributiva, teniendo en 
cuenta que el recargo es un tributo 
cuyo hecho y base imponible se en­
cuentran determinados en función de 
los correspondientes elementos del 
impuesto sobre el que recae, dicho 
recargo asume, en principio, la capa­
cidad contributiva reílejada con la 
imposición principal. 

Pero el establecimiento de un re­
cargo puede ocasionar una desigual­
dad de trato para una misma riqueza 
ya gravado por otro tributo , por 
cuanto puede dar lugar, mediante su 
imposición, a una discriminación no 
sólo cuantitativa por la aplicación del 
tipo de gravamen del recargo a la ba­
se o cuota del tributo recargado, sino 
también cualitativa, en los supuestos 
en que dentro de los límites legales 
pertinentes , se opere una selección 
de la riqueza gravada por el impuesto 
principal, recargando solo parte de la 
base o de la cuota del mismo. 

El problema reside en determinar 

si tal desigualdad de trato, originada 
por la aplicación de un tributo en 
forma de recargo, debe responder a 
una efectiva capacidad contributiva 
en los sujetos obligados a satisfacerlo, 
que pueda ser en algún punto dife­
rente de la tenida en cuenta por el 
tributo recargado. 

Se ha venido atribuyendo por la 
doctrina al factor territorial, la posibi­
lidad de ser expresivo de una mayor 
o menor capacidad económica, lo 
que justificaría la diferente y diversa 
participación en los gastos públicos 
de los residentes en una u otra enti­
das territorial. 

En nuestra opinión, el estableci­
miento de recargos por los entes terri­
toriales no refleja, en la mayoría de las 
ocasiones, mayor capacidad económi­
ca de los residentes en un determina­
do ámbito territorial, sino más bien lo 
contrario, perentorias neces idades 
económicas del eme impositor. En tal 
sentido, dicho establecimiento no res­
pondería al criterio de capacidad eco­
nómica de los llamados a satisfacerlos. 

Por lo tanto, estimamos que cuan­
do un ente público territorial procede 
a establecer un recargo sobre otro tri­
buto, no tiene que basar su actuación 
necesariamente sobre el principio de 
capacidad económica, sino que gra­
vando la efectiva o real capacidad 
puesta de manifiesto en la imposición 
principal, obedece a otros criterios o 
principios, asimismo recogidos por la 
Constitución, como el de legalidad , 
igualdad, solidaridad, autonomía, su­
ficiencia, etc. (7). 

Dentro de esta línea el límite im-

(7) Palao Taboada, C. escribe que no serían 
inadmisibles las discriminaciones que se esta­
blezcan prescindiendo de la capacidad conm­
buuva, siempre que estuviesen objetivamente 
JUStifícadas y no pudiesen ser consideradas 
como infundadas o arbnranas, en «Apogeo y 
cn s1s del principio de capacidad contriburi­
va»,«Estudios jurídicos en Homenaje al profe­
sor Federico de Castro ll•>, Tecnos, Madrid 
1976, p. 422. 



puesto por el p1incipio constitucional 
de capacidad contributiva al estable­
cimiento de recargos por los entes lo­
cales consiste en que la aplicación del 
recargo no produzca desigualdades 
arbitrarias que introduzcan elementos 
atentatorios contra el citado principio 
de capacidad contributiva. 

Los principios de igualdad y pro­
gresi vi dad actúa n, por imperativo 
constitucional, como inspiradores del 
sistema tributario justo a que se refi e­
re el artículo 31,1 de la Constitución 
española. 

En cuanto al principio de igualdad 
entendido como no discriminación 
arbitaria, en el ámbito del estableci­
miento de recargos por los emes foca­
les, la posibilidad de que se generen o 
no desigualdades de carácter tributa­
rio dependerá de la regulación con­
creta aplicable a cada uno de ellos. 

Si la legislación de un país permite 
a un eme local realizar discriminacio­
nes cuantitativas o cualitativas a tra­
vés de un recargo, ello podrá dar lu­
gar evidentemente a desigualdades 
entre contribuyentes, como fruto de la 
elección política que a partir de esa 
posibilidad legal se efectúe. 

En España concretamente, las Cor­
poraciones Locales tienen unas posi­
bilidades legales muy limitadss, ya 
que dada la regulación vigente, los 
recargos locales difícilmente puede 
dar lugar a desigualdades significati­
vas p or razón del territorio. 

El tema se planteó en el ámbito lo­
cal con ocasión de la aplicación de la 
Ley 24/1983, de 21 de diciembre, 
que autorizaba el establecimiento por 
las Co rporaciones Locales de un re­
cargo sobre el IRPF. La doctrina esti ­
mó que el principio de igualdad re­
sultaba afectado por el establecimien­
to de dichos recargos en cuanto los 
residen tes en diferentes municipios 
podían soporta r una presión fisca l 
distinta en concepto de lRPF 

Alegando la violación del principio 
de igualdad se impugnaron varios 
acuerdos municipales que habían im-

plantado el aludido recargo en sus 
respectivos territorios, utilizando para 
ello la vía autorizada por la Ley 
62/ 1978, de 26 de di ciembre, d e 
Protección jurisdiccional de los Dere­
chos Fundamentales de la Persona, 
que dieron lugar a variados pronun­
ciamientos jurisprudenciales. 

La Instrucción número 2/ 1984, dic­
tada por el ministerio Fiscal, estimó 
no vulnerado el artícul o 14 de la 
Constitución española con el estableci­
miento de recargos municipales sobre 
el !RPF, no considerando adecuada la 
utilización del cauce procesal arbitrado 
por la Ley de Protección jurisdiccional 
de los Derechos Fundamentales de la 
Personal para la impugnación de los 
correspondientes acuerdos. 

En nuestra opinión, el estableci­
miento de recargos por los entes loca­
les, no viola a priori el principio de 
igualdad, aunque mediante su imposi­
ción se o riginen desigualdades entre 
los contribuyentes d e los diferentes 
territorios, ya que en base a otros 
principios, igualmente legítimos y jus­
tos, se puede adoptar una medida tri­
butaria que puede llegar a dar lugar a 
desigualdades razonables entre contri­
buyentes, arrancando de situaciones 
que pueden calificarse como diversas. 

Enlazado con el principio de igual­
dad, se encuentra el de progresividad 
como principio inspirador de nuestro 
sistema tributario. 

Dejando a un lado el significado de 
este p rincipio con ca rácter general, 
aceptamos que el principio de pro­
gresividad ha de predicarse del s iste­
ma tributario en su conjunto , no 
existiendo ningún obstáculo para que 
una figura tributaria concreta no obe­
dezca a tal principio. 

En cuanto al alcance confiscatorio, 
prohibido por el Texto constitucional, 
éste se pregona asimismo del sistema 
tributario en s u co njunto y no de 
una figura aislada , supon iendo la 
prohibición de confi scatoriedad, a 
j uicio del Tribunal Constitucional, la 
exigencia «que obliga a no agotar la 

riqueza imponible -sustrato, base o 
ex igenc ia de o tda imposicón- so 
pretexto del deber d e contribu ir» 
(STC de 4 de octubre de 1990). 

Otros principios como el de territo­
rialidad hacen referencia, fundamental­
mente, al problema de la elección del 
criterio para determina r la sujección 
de cad a recargo local, habiéndose 
planteado de forma similar en aquellos 
supuestos en que se pretende fijar un 
criterio de atribución de rendimiento 
de un tributo a varios entes locales. 

La Ley 39/ 1988, de 28 de diciem­
bre, Reguladora de las Haciendas Lo­
cales, dispone, con respecto a los tri­
butos que establezcan las Corporacio­
nes Loca les, que no someterán a 
gravamen «bienes situados, activida­
des desarrolladas, rendimientos origi­
nados ni gastos realizados fuera del 
territorio de la respectiva Entidad». 
Asimismo exige «no gravar, como ta­
les, negocios, actos o hechos celeb ra­
dos o realizados fuera del territorio 
de la Entidad impositora, ni el ejerci­
cio o la transmisión de bienes, dere­
chos u obligaciones que ho hayan na­
cido ni hubieran de cumplirse en di­
cho territorio» (artículo 6, a) y b)). 

El principio d e territorialidad así 
configurado, que ya aparecia consa­
grado en la Constitución (artículo 
157,2) y en la LOFCA (articulo 9) 
con respecto a las Comunidades Au­
tónomas (8), no se cumple en sentido 
estricto con la aplicación de recargos 
sobre impuestos de ámbito territorial 
más amplio, en especial sobre los im­
puestos personales en los que se gra­
va la totalidad de las rentas y patri­
monio con arreglo al principio de la 
residencia o domicilio, por lo que de­
berá coo rdinarse las exigencias del 
principio de territorialidad con la es­
pecífica naturaleza de los recargos, te­
niendo en cuenta: 

(8) Ver las cons1derac1ones del Tnbunal 
Constitucional en este sentido en su Sentencia 
de 4 de ocrubre de 1990 .. 
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• Que en materia de federalismo 
fiscal se ha tratado de evitar la llama­
da «exportación de tributos» de unas 
jurisdicciones a otras, admitiéndose, 
no obstante, el gravamen sobre resi­
dentes en los impuestos personales. 

• Que las disposiciones de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales 
citadas se refieren a los tributos pro­
pios strictu sensu. En todo caso la 
carencia de poder legislativo de las 
Corporaciones locales hace preciso 
que sea una ley estatal la que dispon­
ga el supuesto incumplimiento del 
principio de territorialidad estableci­
do en otra Ley, asimismo estatal. 

En cuanto a Jos principios locales 
por excelencia a que se refiere Ja 
Constitución, como son el de autono­
mía y suficiencia financiera de sus 
Haciendas, tienen un especial signifi­
cado en el caso de aplicación de re­
cargos por parte de las Corporacio­
nes Locales. 

En relación con la autonomía, 
siendo éste un concepto jurídico im­
preciso, se ha entendido que com­
prende la autonomía financiera, en su 
doble vertiente de ingreso y gasto. 

Dentro de la autonomía local, pa­
rece que son los tributos locales pro­
pios los que deben desempeñar el 
papel preponderante. 

Sin embargo, el aumento de las ne­
cesidades financieras locales, por un la­
do, y la insuficiencia que viene revelan­
do la clásica tributación local, hace ne­
cesaria la búsqueda de nuevas fuentes 
de ingreso que, propiciando la aconse­
jable autonomía local, reuna otras ven­
tajas como la sencillez de gestión. 

Tal objetivo puede conseguirse a 
través de tributos en forma de recar­
gos, cuya regulación constitucional y 
legal permita a estos ingresos reunir 
los requisitos exigidos para co nsti­
tuirse en un impuesto local. 

En los tributos locales en forma de 
recargo, el eme local puede desarro­
llar, cuando una ley así lo autorice, 
autonomía tributaria semejante a la 
de un tributo territorial local, pudién-

<lose manifestar ésta, b ien en la inter­
vención limitada, más o menos am­
pliamente, sobre el tipo impositivo, o 
bien en la fijación de otros elementos 
que concurren en la determinación 
de la carga o cuantía total de un im­
puesto, como la parcial reglamenta­
ción de la base imponible, di recta­
mente o a través de deducciones. 

Una vez ejercitada por el eme local 
la autonomía tributaria derivada del 
etablecimiemo del recargo y su regu­
lación, aunque sea limitada y parcial, 
el hecho de que la gestión se lleve a 
cabo por un ente diferente, no puede 
hacer desaparecer ese ejercicio de 
poder, si bien en los supuestos en 
que la gestión también se llevara a 
cabo por el mismo eme local, podría 
potenciarla. 

En cualquier caso, la economía a 
que da lugar la gestión conjunta con 
otro tributo de otro ámbito territorial, 
unido a la capacidad que, como tri­
buto, tienen los recargos para contri­
buir al sostenimiento de las Hacien­
das Locales, nos lleva a afirmar que 
los citados recargos tributarios pue­
den llegar a constituir, conveniente­
mente regulados, un instrumento idó­
neo para conseguir, junto a las demás 
fuentes de ingreso , la suficiencia de 
medios de las que están tan necesita­
das nuestas Haciendas Locales. 

El aumento de presión fiscal que 
podría origin~r el establecimiento de 
recargos, y que ha sido, generalmen­
te, la causa de su rechazo social, re­
sulta evitable, o por lo menos suscep­
tible de disminuirse, mediante la 
adopción de otras medidas, como la 
supresión de otros impuestos locales 
menos convenientes o con formas de 
coo rdinación con la Hacienda estatal. 

En apoyo de nuestras conclusiones 
está el hecho de que en variados pro­
yectos de reformas locales han sido 
propuestos como medida expresiva 
de autonomía tributaria, así como de 
simplicidad de articulación y gestión 
y gran capacidad recaudatoria, en es­
pecial los que recaen sobre la renta. 

En la regulación vigente de las Ha­
ciendas locales, las posibilidades de 
establecimiento de recargos por parte 
de los entes locales aunque reducidas 
a primera vista, encierra otras pers­
pectivas, pues la ley 39/ 1988 prevé 
como recursos de estas Haciendas 
« ... los recargos exigibles sobre los im­
puestos de las Comunidades Autóno­
mas o de otras Entidades Locales» 
(artículo 2, 1, b)), admitiendo, ade­
más, «las demás prestaciones de De­
recho Público» como fu ente de recur­
sos de las aludidas Haciendas Loca­
les, lo que, a nuestro juicio, podría 
incluir otro tipo de recargos. 

En concreto se contempla en la re­
petida Ley 39/ 1988, la aplicación de 
un recargo potestativo para las pro­
vincias sobre el nuevo Impuesto mu­
nicipal sobre Actividades Económicas 
(artículo 124). Dicho recargo se exigi­
rá a los mismos sujetos pasivos y en 
los mismos casos que dispone la nor­
mativa regu ladora del impuesto, y 
consistirá en un porcentaje único que 
recaerá sobre las cuotas mínimas no 
pudiendo ser superior su tipo al 40%. 

la gestión del recargo se llevará a 
cabo, conjuntamente con el impuesto 
sobre el que recae, por la Entidad 
que tenga atribuida la gestión de éste. 
El importe de la recaudación de este 
recargo provincial se entregará a las 
respectivas Diputaciones en la forma 
que reglamentariamente se determine, 
teniendo en cuenta la fórmula de ges­
tión del Impuesto sobre Actividades 
Económicas. 

Asimismo. se prevé la posibilidad 
en la misma Ley 39/ 1988, de que las 
Areas Metropolitanas establezcan un 
recargo sobre el Impuesto municipal 
sobre Bienes Inmuebles sitos en el te­
rritorio de la Entidad, que recaerá so­
bre la base imponible de este impues­
to, encontrándose limitado su tipo im­
positivo al 0,2% (artículo 134,1,a)). • 

M . • del Puerto Rodríguez 
Profesora del Departamento 

de Derecho Financiero y Tributario. UNED. 
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